TEMA 59 CIVIL
LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL UNIVERSAL Y SUS MODIFICACIONES LEGALES Y CONVENCIONALES.

EXAMEN DE LA ACCIÓN SUBROGATORIA

BREVE IDEA DEL CONCURSO DE ACREEDORES 

LA CONCURRENCIA Y PRELACIÓN DE CRÉDITOS.

LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL UNIVERSAL Y SUS MODIFICACIONES LEGALES Y CONVENCIONALES.

La obligación entraña dos aspectos; el débito o deuda y la garantía o responsabilidad.

Al primero se refiere el CC en su artículo 1088 que dice “Toda obligación consiste en dar, hacer o no hacer alguna cosa”.


Al segundo el artículo 1911 CC que proclama “Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes, presentes o futuros”.


Este artículo consagra, por un lado, el denominado “principio de responsabilidad patrimonial universal” y, por otro, el principio de garantía patrimonial de los acreedores y ha sido el resultado de una evolución histórica que sustituye la responsabilidad personal del deudor por la exclusivamente patrimonial.
Características

El principio de responsabilidad patrimonial universal presenta las siguientes notas características:

· Esta garantía se extiende a todos los bienes del deudor, presentes o futuros.

· Esta garantía no se extiende a aquellos bienes que, en el momento de la reclamación del acreedor, no estén en el patrimonio del deudor. Sin embargo, tal y como veremos, se conceden al acreedor acciones para que entren en el patrimonio del deudor aquellos derechos que éste se abstenga de ejercitar (acción subrogatoria), y para que vuelvan a entrar en el patrimonio del deudor los bienes que hayan sido enajenados fraudulentamente (acción revocatoria o pauliana).

· Esta garantía tampoco se extiende a aquellos bienes o derechos sin valor económico o patrimonial, como los derechos personalísimos.

· Esta garantía no recae sobre bienes determinados del deudor, sino que se extiende a la totalidad de su patrimonio; sin perjuicio de las limitaciones que ahora veremos.
· Esta garantía no constituye una garantía real o derecho de prenda sobre el patrimonio del deudor.

MODIFICACIONES LEGALES Y CONVENCIONALES 

El principio de responsabilidad patrimonial universal puede ser modificado, bien por la propia ley, bien por la voluntad de las partes; quienes pueden limitar, aumentar o exonerar de responsabilidad al deudor al amparo del principio de responsabilidad patrimonial universal del artículo 1255CC.

MODIFICACIONES LEGALES
· La LEC(artículos 605 a 609) señala como bienes “absolutamente inembargables”; los bienes declarados inalienables, los derechos accesorios que sean inalienables con independencia del principal, los bienes que carezcan de contenido patrimonial; el mobiliario y menaje de la casa, la ropa del deudor y su familia, los libros e instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión, arte u oficio del ejecutado, los bienes sacros y los dedicados al culto, las cantidades expresamente declaradas inembargables por la ley o por los Tratados ratificados por España.

· La Ley limita a determinados bienes la posibilidad de ejecución de ciertas obligaciones; el supuesto más destacado es el de la “aceptación de la herencia a beneficio de inventario”, que no obliga al heredero a pagar las deudas de la herencia sino hasta donde alcancen los bienes de la misma (artículo 1023 CC).

MODIFICACIONES CONVENCIONALES

El ordenamiento jurídico admite limitaciones convencionales a la responsabilidad patrimonial universal; en el sentido de sujetar sólo determinados bienes del deudor para responder a los acreedores, quedando liberado el resto del patrimonio del deudor.

Las limitaciones convencionales más destacadas son:

a)El artículo 140 LH cuyos dos primeros párrafos dicen “No obstante lo dispuesto en el artículo 105, podrá válidamente pactarse en la escritura de constitución de la hipoteca voluntaria que la obligación garantizada se haga solamente efectiva sobre los bienes hipotecados. En este caso, la responsabilidad del deudor y la acción del acreedor, por virtud del préstamo hipotecario, quedarán limitados al importe de los bienes hipotecados y no alcanzarán a los demás bienes del patrimonio del deudor”.
El artículo 140 LH es una excepción a la regla general del artículo 105 del mismo texto legal: “la hipoteca podrá constituirse en garantía de toda clase de obligaciones y no alterará la responsabilidad personal ilimitada del deudor que establece el artículo 1911CC”.

b) el artículo 1807 CC: “el que constituye a título gratuito una renta sobre sus bienes, puede disponer al tiempo del otorgamiento que no estará sujeta dicha renta a embargo por obligaciones del pensionista”.


Una de las dudas que suscita esta norma se refiere a que si contradice o no lo dispuesto por la LEC sobre los bienes inembargables. QUIÑONERO CERVANTES puntualiza que para que la renta vitalicia sea inembargable es necesario que se haya constituido sin contraprestación; por eso, la donación modal o condicional no está sujeta a embargo.


c) el artículo 1475 CC que exonera de responsabilidad por evicción al vendedor siempre que no sea de mala fe.


d) el artículo 1105CC que extiende la responsabilidad a los supuestos de caso fortuito y fuerza mayor.


e) el artículo 1152 CC que extiende la responsabilidad a una cantidad accesoria como clausula penal.     

Fuera de estos supuestos concretos, el orden público económico obliga a que en esta materia prevalezca un criterio de reserva legal. En efecto, la Rs. 22 de febrero de 1989 entendió que los términos imperativos del artículo 1911 CC, en conjunción con el principio de jerarquía normativa de nuestro ordenamiento, obligan a reconocer a la Ley la competencia exclusiva para establecer toda excepción a la responsabilidad del deudor que, además, debe interpretarse restrictivamente (artículo 4CC). 
EXÁMEN DE LA ACCIÓN SUBROGATORIA

Las medidas de conservación son aquellas encaminadas a mantener íntegro el patrimonio del deudor al impedir que salgan de él determinados bienes o valores, lo que constituye una garantía para los acreedores.


Dentro de tales medidas la Ley concede a los acreedores dos acciones: la acción subrogatoria y la acción revocatoria o pauliana. El CC las recoge conjuntamente en su artículo 1111 que dice: “Los acreedores, después de haber perseguido los bienes de que esta en posesión el deudor para realizar cuanto se les debe, pueden ejercitar todos los derechos y acciones de éste con el mismo fin, exceptuando los que sean inherentes a su persona; pueden también impugnar los actos que el deudor haya realizado en fraude de su derecho”.

En tanto la acción revocatoria se estudia con detalle en el tema 65, nos limitaremos aquí al estudio de la acción subrogatoria que puede definirse como “el recurso que la ley concede a los acreedores que de otro modo no pueden cobrar sus créditos, para ejercitar los derechos y acciones no utilizados por el deudor, siempre que no sean personalísimos”.


La acción subrogatoria también se denomina “indirecta u oblicua”, pues los acreedores no pueden dirigirse contra los terceros, deudores de su deudor, sino a través de éste.

Función económico-social:

La finalidad de esta acción es asegurar el cumplimiento de la obligación, en armonía con el artículo 1911 CC; el CC la utiliza para proteger el crédito y, en definitiva, que el deudor pueda satisfacer su crédito al acreedor.

Requisitos para su ejercicio:
1. Que el que intente utilizarla tenga un derecho de crédito contra el deudor, aunque, por el momento, no sea exigible.

2. Que en el patrimonio del deudor no haya bienes suficientes para pagar al acreedor; es decir, tiene un carácter subsidiario.

3. Que los bienes y acciones que no utiliza el deudor puedan ser ejercitados por el acreedor, es decir, que no sean personalísimos (acciones del estado civil, nulidad, divorcio, filiación…).

Efectos

El acreedor puede ejercitar las acciones del deudor, no sólo hasta el límite de lo que se le deba sino en su totalidad; sin perjuicio de su obligación de devolver al deudor lo que sobre, una vez cobrado el crédito y los daños y perjuicios.


Los deudores del deudor podrán utilizar contra el acreedor las excepciones que opondrían si los demandase su verdadero deudor. 


El deudor, a pesar de lo dicho, no pierde la disponibilidad de su derecho ni la posibilidad de realizar una transacción.

Analogías con la acción pauliana:

1. La acción subrogatoria implica sustituir al deudor por el acreedor en el ejercicio de sus derechos mientras que la acción pauliana sólo legitima al acreedor para impugnar actos celebrados por el deudor.

2. Ambas acciones coinciden en su carácter subsidiario.

Diferencias con la acción pauliana

1. En la subrogatoria; el acreedor actúa en lugar del deudor. En la acción pauliana; acción en nombre y derecho propio. 

2. La subrogatoria no exige la insolvencia total; en la pauliana, se exige la insolvencia del deudor.

3. La subrogatoria no prescribe; la pauliana presribe a los cuatro años según el artículo 1299.

4. La subrogatoria no es una verdadera acción, sino una legitimación extraordinaria que la Ley atribuye a los acreedores para ejercitar los derechos del deudor; la pauliana es una verdadera acción.   
BREVE IDEA DEL CONCURSO DE ACREEDORES

Cuando varios acreedores reclaman al mismo tiempo el cumplimiento forzoso de las obligaciones a costa del patrimonio de un mismo deudor, pueden producirse problemas de colisión que serán especialmente graves si el patrimonio del deudor resulta insuficiente para la atención de todas las deudas exigibles.


Pues bien, se denomina concurso de acreedores al procedimiento de ejecución colectiva sobre el patrimonio de un deudor insolvente para la satisfacción proporcionada de todos los acreedores. 
Régimen legal:


El concurso de acreedores se regula en la Ley Concursal de 9 de julio de 2003 que ha sido objeto de posteriores modificaciones, operadas por el RD Ley 3/2009 de 27 de marzo, la Ley 13/2009 de 3 de noviembre y la Ley 38/2011 de 10 de octubre. 


La LC, bajo la denominación de concurso de acreedores, regula un único procedimiento, al que se reconducen los cuatro que podían darse en la legislación anterior: suspensión de pagos, quiebra, quita o espera y concurso.

Competencia:


La competencia se atribuye a una nueva clase de juzgados de lo mercantil, de nueva creación, y se prevé una abundante publicidad de las incidencias del concurso a través de medios de comunicación y publicaciones oficiales, así como de los registros públicos tanto de personas (RM y RC) como de bienes (RP).


Al juez del concurso se le atribuye la competencia exclusiva y excluyente para toda ejecución o medida que afecte al patrimonio del deudor, con la salvedad de las que se deriven de procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores.

Procedimiento:

El procedimiento concursal se inicia a través de la declaración de concurso y se articula en tres fases; común, de convenio y de liquidación, que pasamos a analizar:
1. La fase común del concurso produce los siguientes efectos:

· El deudor queda sometido a un régimen especial en el ejercicio de sus facultades profesionales; o el de intervención, en el que conserva sus facultades pero necesita para todos sus actos la autorización de los administradores concursales; o el de suspensión, en el que el deudor es sustituido por aquellos.
· La declaración del concurso no produce la inhabilitación del deudor, salvo en el caso de calificación culpable del concurso.

· La masa activa esta formada por todos los bienes y derechos integrados en el patrimonio del deudor al declararse el concurso y los que adquiera o se reintegren después, con exclusión de los inembargables.
· La declaración de concurso no afecta por sí sola a la vigencia de los contratos con obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento.

· La masa pasiva estará formada por todos los créditos del deudor que se clasifican en privilegiados con privilegio especial sobre determinados bienes, con privilegio general, ordinarios y subordinados. 
2. El convenio es el fin primordial del procedimiento, tiene carácter conservativo y produce los siguientes efectos:
· Siempre tiene efecto novatorio pues debe contener, al menos, propuestas de quita y espera, y no puede ser liquidatorio pues está prohibida la cesión de bienes a los acreedores.

· Puede o no contener facultades de gestión del deudor.

· El cumplimiento del convenio pone fin al concurso. 
3. En defecto o por incumplimiento del convenio se abrirá la fase de liquidación, durante la que se restablecen los efectos de la declaración de concurso aunque el deudor es sustituido por la administración concursal. En cuanto a los créditos;

· Se produce el vencimiento de los créditos concursales aplazados

· Se lleva a cabo la realización de los bienes según el plan de liquidación elaborado por los administradores y aprobado por el juez o, en su defecto, conforme a las estipulaciones del juez concursal.

· El pago a los acreedores por el orden legalmente establecido. 
Finalmente el procedimiento concursal termina, además de por el cumplimiento del convenio, por la satisfacción de todos los acreedores o por la inexistencia de otros bienes del deudor.

Concluido el concurso cesan todos sus efectos y los acreedores no satisfechos íntegramente pueden iniciar ejecuciones singulares por la parte no satisfecha sobre los bienes que pueda adquirir el deudor.

CONCURRENCIA Y PRELACIÓN DE CRÉDITOS    

La citada LC regula las ejecuciones colectivas pero queda fuera de su ámbito la concurrencia de acreedores con ocasión de ejecuciones singulares, para las que se prevé una nueva regulación en su DF 33ª. Continúan siendo entonces de aplicación a las ejecuciones singulares los artículos 1921 y siguientes del CC que pasamos a analizar
El artículo 1921 CC dice “Los créditos se clasificarán para su graduación y pago por el orden y en los términos que en este capítulo se establecen.


En caso de concurso, la clasificación y graduación de los créditos se regirá por lo dispuesto en la Ley Concursal”.

CONCURRENCIA DE CRÉDITOS

El artículo 1922 CC dice: “Con relación a determinados bienes muebles del deudor gozan de preferencia:


- Los créditos por construcción, reparación, conservación o precio de venta de bienes muebles que estén en poder del deudor, hasta donde alcance el valor de los mismos.


- Los garantizados con prenda que se halle en poder del acreedor, sobre la cosa empeñada y hasta donde alcance su valor.


- Los garantizados con fianza de efectos o valores, constituida en establecimiento público o mercantil, sobre la fianza y por el valor de los efectos de la misma.


- Los créditos por transporte, sobre los efectos transportados por el precio del mismo, gastos y derechos de conducción y conservación, hasta la entrega y durante treinta días después de ésta.


- Los de hospedaje, sobre los muebles del deudor existentes en la posada.


- Los créditos por semillas y gastos de cultivo y recolección anticipados al deudor, sobre los frutos de la cosecha para que sirvieron.


- Los créditos por alquileres y rentas de un año, sobre los bienes muebles del arrendatario existentes en la finca arrendada y sobre los frutos de la misma.


Si los muebles sobre los que recae la preferencia hubieran sido sustraídos, el acreedor podrá reclamarlos de quien los tuviese, dentro del término de treinta días, contados desde que ocurrió la sustracción”.

El artículo 1923 CC dice: “Con relación a determinados bienes inmuebles y derechos reales del deudor gozan de preferencia:


- Los créditos a favor del Estado, sobre los bienes de los contribuyentes, por el importe de la última anualidad vencida y no pagada, de los impuestos que                               graviten sobre ellos.


- Los créditos de los aseguradores sobre los bienes asegurados por los             premios del seguro de dos años; y, si fuere el seguro mutuo, por los dos último             dividendos que se hubiesen repartido.


- Los créditos hipotecarios y los refaccionarios, anotados e inscritos en el Registro de la Propiedad, sobre los bienes hipotecados o que hubiesen sido objeto de la refacción.


- Los créditos preventivamente anotados en el Registro de la Propiedad, en virtud de mandamiento judicial, por embargos, secuestros o ejecución de sentencias, sobre los bienes anotados, y sólo en cuanto a créditos posteriores.


- Los refaccionarios no anotados ni inscritos, sobre los inmuebles a que la refacción se refiera, y sólo respecto a otros créditos distintos de los expresados en los cuatro números anteriores.

El artículo 1924 CC dice :“Con relación a los demás bienes muebles e inmuebles del deudor gozarán de preferencia:


- Los créditos a favor de la provincia o municipio, por los impuestos de la última anualidad vencida y no pagada, no comprendidos en el artículo 1.923-1º.


- Los devengados:


A. Por gastos de justicia y de administración del concurso en interés común de los acreedores, hechos con la debida autorización o aprobación.


B. Por los funerales del deudor, según el uso del lugar, y también los de su mujer y los de sus hijos constituidos bajo su pp, si no tuviesen bienes propios.


C. Por gastos de la última enfermedad de las mismas personas, causadas en el último año, contado desde el día del fallecimiento.


D. Por los salarios y sueldos de los trabajadores por cuenta ajena y del           servicio doméstico correspondientes al último año. Artículo 32 ET.


E. Por las cuotas correspondientes a los regímenes obligatorios de subsidios, seguros sociales y mutualismo laboral, por el mismo período de tiempo que señala el apartado anterior, siempre que no tenga reconocida mayor preferencia con arreglo al artículo precedente.


F. Por anticipaciones hechas al deudor, para sí y su familia constituida bajo su autoridad, en comestibles, vestido y calzado, en el mismo periodo de tiempo.


G. Por pensiones alimenticias durante el juicio de concurso, a no ser que se funden en un título de mera liberalidad.


- Los créditos que sin privilegio especial consten:


A. En escritura pública.


B. Por sentencia firme, si hubiesen sido objeto de litigio.


Estos créditos tendrán preferencia entre sí por el orden de antigüedad de las fechas de las escrituras y de las sentencias.

Y según el artículo 1925 dice que “no gozarán de preferencia los créditos de cualquier otra clase, o por cualquier otro título, no comprendidos en los artículos anteriores”.

PRELACIÓN DE CRÉDITOS

El artículo 1926 CC dice “Los créditos que gozan de preferencia con relación a determinados bienes muebles excluyen a todos los demás hasta donde alcance el valor del mueble a que la preferencia se refiere.

          Si concurren dos o más créditos preferentes respecto a determinados muebles, se observarán en cuanto a la prelación para su pago, las reglas siguientes:


- El crédito pignoraticio excluye a los demás hasta donde alcance el valor de la cosa dada en prenda.


- En el caso de fianza, si estuviere ésta legítimamente constituida a favor de más de un acreedor, la prelación entre ellos se determinará por el orden de fechas de la prestación de la garantía.


- Los créditos por anticipo de semillas, gastos de cultivo y recolección serán preferidos a los de alquileres y rentas sobre los frutos de la cosecha para que          aquéllos sirvieron.


- En los demás casos el precio de los muebles se distribuirá a  prorrata entre los créditos que gocen de especial preferencia con relación a los mismos”.

El artículo 1927 CC dice “Los créditos que gozan de preferencia con              relación a determinados bienes inmuebles o derechos reales, excluyen a todos los demás por su importe hasta donde alcance el valor del inmueble o derecho real a que la preferencia se refiera.

Si concurren dos o más créditos respecto a determinados bienes inmuebles o derechos reales, se observarán en cuanto a su respectiva prelación, las reglas ss:


- Serán preferidos, por su orden, los expresados en los números 1 y 2 del           artículo 1.923, a los comprendidos en los demás números del mismo.


- Los hipotecarios y refaccionarios, anotados o inscritos que se expresan en el número 3 del citado artículo 1.923, y los comprendidos en el número 4 del            mismo, gozarán de prelación entre sí por el orden de antigüedad de las respectivas inscripciones o anotaciones en el Registro de la Propiedad.


- Los refaccionarios no anotados ni inscritos en el Registro, a que se refiere el número 5 del artículo 1.923, gozarán de prelación entre sí por el orden inverso de su antigüedad.

El artículo 1928 CC dice “ el remanente del caudal del deudor, después de pagados los créditos que gocen de preferencia con relación a determinados bienes, muebles o inmuebles, se acumulará a los bienes libres que aquél tuviere para el pago de los demás créditos.


Los que gozando de preferencia con relación a determinados bienes, muebles o inmuebles, no hubiesen sido totalmente satisfechos con el importe de éstos, lo serán, en cuanto al déficit, por el orden y en el lugar que les corresponda según su respectiva naturaleza.

Y el artículo 1929 CC proclama “los créditos que no gocen de preferencia con relación a determinados bienes, y los que la gozaren por la cantidad no realizada o cuando hubiese prescrito el derecho a la preferencia, se satisfarán conforme a las siguientes reglas:
1. Por el orden establecido en el artículo 1924.

2. Los preferentes por fechas por el orden de éstas, y los que la tuviesen común a prorrata.

3. Los créditos comunes a que se refiere el artículo 1925, sin consideración a sus fechas.”
Normas especiales:

Junto a las normas generales citadas también deben tenerse en cuenta las que establecen preferencias para casos concretos:
- El “superprivilegio del Art. 32. E.T.

           1. Los créditos por salarios por los últimos 30 días de trabajo, y en cuantía que no supere el doble del salario mínimo interprofesional, gozarán de preferencia sobre cualquier otro crédito, aunque esté garantizado por prenda o hipoteca.

T.S. Hipoteca legal tácita.

D.G. Preferencia legal de cobro, que opera en el ámbito civil o sustantivo. 

- En el RD 4 VII 1997, sobre inscripción en el RP de actos de naturaleza              urbanística, (Art. 19) se establece que los créditos por gastos de urbanización serán preferentes, sobre las fincas afectadas, a todos los demás créditos, incluso los que constasen inscritos en el Registro con anterioridad a la aprobación del proyecto, con excepción de los créditos tributarios anotados preventivamente a favor del Estado, con anterioridad a la afección; afección que se inscribirá en el Registro.

- En la L.P.H. 21 VII 1960, ref 6 IV 1999, se establece la obligación de contribuir, con arreglo a la cuota de participación a los gastos generales. Al pago de estos gastos producidos en el último año y la parte vencida de la anualidad corriente está afecto el piso o local, cualquiera que fuera su propietario actual y el título de su adquisición, siendo este crédito a favor de la comunidad de propietarios preferente a efectos del Art. 1923 del CC precediendo para su satisfacción a los enumerados en los nos. 3, 4 y 5 de dicho A. y sin perjuicio del A. 32 E
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